El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES / SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES / PERSONAS A LAS QUE SE LE APLICA / RESPONSABILIDAD DEL PROCESADO / TESTIMONIO DE FUENTE ANONIMA / DEBE CORROBORARSE / INDICIOS.
El sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrado en la Ley 1098 del 2006 tiene aplicación para las personas cuya edad oscila entre catorce y dieciocho años, que no padezcan discapacidad psíquica o mental y que hayan infringido el ordenamiento jurídico punitivo, mediante un procedimiento que garantice la justicia, la verdad y la reparación del daño, propendiendo siempre hacia el bienestar del encausado, su formación integral y la consideración de su condición especial como individuo en franco proceso de educación…
Según lo previsto por los artículos 7º, 372 y 381 del Código de Procedimiento Penal, las pruebas deben llevar al juez el conocimiento más allá de toda duda, sobre la existencia de la conducta delictiva y la responsabilidad penal del procesado…
Los datos obtenidos de una fuente humana no formal (anónima) carecen de mérito  probatorio autónomo, dado que esa información debe ser corroborada por otros medios de prueba…
Por sabido se tiene que al indicio se llega mediante un proceso lógico deductivo, en el que a partir de una regla de la experiencia y previa comprobación de un hecho indicador, se infiere la existencia de otro, lo que traduce que los indicios deben construirse sobre hechos que estén plenamente probados en el proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

       
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio dieciséis (16) de dos mil veinte (2020) 

Expediente No. 66001-60-00035-2017-02257-01
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la defensa, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 9 de diciembre de 2019, en el proceso que por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, se adelantó contra la adolescente S.A.A.
A N T E C E D E N T E S
1. Dan cuenta los registros que el 25 de junio de 2017, a instancias de la Fiscalía 29 local URI, se llevó a cabo diligencia de registro y allanamiento a la vivienda ubicada en la carrera 11 No. 91-38 del barrio Matecaña de esta ciudad, a la que solo se pudo ingresar acudiendo a la fuerza, ya que no se atendieron los llamados realizados para que abrieran la puerta, pese a que adentro se escuchaban voces y ruidos.
En su interior se encontró a la menor S.A.A., a quien se le explicó el motivo de la diligencia y se le dio a entender la necesidad de que fuera atendida por persona adulta; sin embargo, ante la manifestación de la adolescente respecto a la ausencia de sus padres y la falta de colaboración de los vecinos, se obtuvo asistencia de la patrulla de infancia y adolescencia. 
Luego se dio inicio al registro del bien y cuando se examinaba la ventana de la cocina, se encontró en la parte posterior del lado derecho, una bolsa plástica, sujetada a una puntilla, que contenía una sustancia sólida con olor penetrante a estupefaciente y una vez se incautó, dieron a conocer a la joven los motivos de la aprehensión; de ello también fue enterada su progenitora por vía telefónica. Se realizó la prueba de identificación preliminar homologada sobre la sustancia objeto de incautación y se obtuvo un peso neto de 895,2 gramos positivo para cocaína.
2. El 26 de junio de 2017, ante el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías, la Fiscalía le imputó a la mencionada joven la conducta de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, bajo el verbo rector “conservar”, establecida en el artículo 376 del Código Penal, modificado por el 11 de la Ley 1453 de 2011, a título de dolo y bajo la modalidad de conservar, cargos que no aceptó. 
3. El 9 de noviembre de 2017, ante el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, se llevó a cabo audiencia de formulación de acusación. En ella, la representante de la Fiscalía le formuló a la procesada cargos por esa misma conducta.
4. Iniciado el juicio y agotado el trámite respectivo, el 9 de diciembre de 2019 se dio lectura al fallo en el que se decidió imponerle como sanción la de libertad vigilada por un término de doce meses, al ser encontrada responsable del referido delito.

Para decidir así, el juez de primera instancia consideró que en este caso se reúnen los presupuestos del artículo 381 del Código de Procedimiento Penal para emitir condena y respecto de la sanción a imponer, estimó que aunque la conducta merece una pena privativa de la libertad, la medida que mejor se ajusta a las circunstancias particulares de la adolescente, quien está descolarizada, es madre de dos hijos y niega el consumo de SPA, es la de la libertad vigilada.
7. Inconforme con la decisión, el apoderado de la defensa la apeló. En términos generales, aduce que  la condena se impuso bajo los criterios de una responsabilidad objetiva y criticó la valoración probatoria que realizó el juzgado de primera sede para deducir la plena prueba de la responsabilidad penal de la menor que  a la postre resultó sancionada.

8. Dentro del término de traslado otorgado a los no recurrentes, se pronunció el representante del Ministerio Público, funcionario que solicitó se revocara el fallo impugnado porque no se probó más allá de toda duda, que la procesada haya participado en el delito.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. Al tenor de lo dispuesto en los artículos 34 numeral 1º de la ley 906 de 2004 y 168 de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) le compete a este Tribunal adoptar la decisión de segunda instancia que en derecho corresponda, en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y formalmente sustentado por el apoderado de la defensa. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso se alcanzó a desvirtuar la presunción de inocencia de la acusada o si existen dudas insuperables que impidan declarar su responsabilidad. 
3. El sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrado en la Ley 1098 del 2006 tiene aplicación para las personas cuya edad oscila entre catorce y dieciocho años
, que no padezcan discapacidad psíquica o mental
 y que hayan infringido el ordenamiento jurídico punitivo
, mediante un procedimiento que garantice la justicia, la verdad y la reparación del daño
, propendiendo siempre hacia el bienestar del encausado, su formación integral y la consideración de su condición especial como individuo en franco proceso de educación
; las medidas adoptadas por los jueces como sanciones a los penalmente responsables son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema para adultos, conforme al artículo 140 de esa ley.

4. Según lo previsto por los artículos 7º, 372 y 381 del Código de Procedimiento Penal, las pruebas deben llevar al juez el conocimiento más allá de toda duda, sobre la existencia de la conducta delictiva y la responsabilidad penal del procesado; en el evento de que esos medios probatorios no produzcan ese grado de convicción, es deber aplicar la duda en favor del acusado.

5. No es objeto de controversia la tipicidad de la conducta, como quiera que en virtud de las estipulaciones celebradas, se reconoció la incautación de la sustancia alcaloide que sometida a la prueba de P.I.P.H., dio positivo para cocaína y sus derivados, con un peso neto de 895,2 gramos, lo que fue confirmado con prueba de laboratorio
. Tampoco se discute el hallazgo de esa sustancia en el inmueble en que fue capturada la joven  S.A.A.
6. En esas condiciones, lo que corresponde dilucidar es si los medios de convicción incorporados, acreditan la participación de la referida adolescente en la conducta típica por la cual se le acusó. 
7. El juzgado de conocimiento encontró demostrada la responsabilidad de la joven sancionada, con la declaración de los agentes que llevaron a cabo la diligencia de registro y allanamiento y en algunos indicios. 

7.1 Las primeras pueden resumirse así:

7.1.1 El Patrullero de la Policía Nacional Wilson Jaramillo Loaiza relató que a la Unidad Básica Criminal del municipio de Dosquebradas se acercó un ciudadano quien manifestó que en una vivienda del sector Matecaña, que identifica por sus características porque carece de dirección, se comercializaban estupefacientes. Esa fuente humana además señaló que en esa casa vive una pareja que realiza esa actividad ilícita constantemente, la mujer “es joven de unos 23 años, cabello negro, bustos grandes, de 1.60 de estatura… ella también tiene un niño de 2 años y mantiene con él; es más, uno llega a comprar y ella lo atiende a uno con él cargado, el man es alto por ahí de 1,70 de estatura… le dicen La Fresa… y hay otro man que es el morenito… y está La Cucha, ella es gorda pelinegra de cabello largo de unos 45 años”.

Agregó que se llevaron a cabo labores de verificación, tales como el traslado de la fuente humana hasta ese sitio, quien señaló las casas donde se comete el delito y el contacto con la patrulla de Policía que hace presencia en el lugar, luego de lo cual el Fiscal encargado dio la autorización para practicar la diligencia de allanamiento, la que se practicó en dos inmuebles contiguos, él entró a uno y su compañero al otro; cuando él ingresó al último, ya se había incautado el alcaloide y aprehendido a una joven, sin que hubiese otras personas que se atribuyeran la responsabilidad en la tenencia de la sustancia. Afirmó que la fuente humana no indicó que la persona que expendía o conservaba la droga ilícita, fuera menor de edad.

7.1.2 El Patrullero Eliécer José Chamorro declaró que fuente humana puso en conocimiento la venta de sustancias estupefacientes, en dos inmuebles y que en uno de ellos, donde se capturó a la procesada, residían dos personas; producto de esa información se realizaron verificaciones sobre la existencia de las viviendas, se consultó con la patrulla del cuadrante y se hicieron labores de vecindario, en las que  se obtuvo señalamiento de las personas del sector respecto a que el bien allanado era utilizado para expendio de narcóticos; cuando ingresó, encontró a la joven en la primera habitación a mano izquierda; esta manifestó que su progenitora, única persona con quien vivía, estaba en Cartago; al ser preguntada sobre si había algo ilegal, respondió que no.

Afirmó que en la parte de la cocina y el lavadero había una ventana y en la parte exterior de esta, encontró colgada, en una puntilla, una bolsa blanca que contenía el estupefaciente; esa bolsa se alcanzaba sin dificultad y ninguna persona se hizo responsable de ella. Explicó que al inicio de la diligencia se tocó la puerta, pero como nadie abrió, a pesar de escuchar voces en el interior del bien, ingresó por la fuerza. En el contrainterrogatorio al que fue sometido, señaló que no le constaba que la sustancia incautada fuera de propiedad de la adolescente ni que esta tuviera conocimiento sobre la existencia de la bolsa que la contenía.

Como puede verse, esas versiones no demuestran que la menor haya incurrido en la conducta de que se le acusa, pues aunque acreditan que la sustancia alucinógena fue hallada en pared exterior de la parte trasera del inmueble en el que fue aprehendida, nada dicen de lo que puede inferirse con toda certeza que la tuviera bajo su custodia o  que siquiera conociera de su existencia. Al respecto ninguna manifestación hicieron y ambos estuvieron de acuerdo en que la fuente humana que les brindó la información que motivó la práctica del allanamiento, no expresó que menor alguna estuviera involucrada en la venta de sustancias alucinógenas. 

 

Y aquí es oportuno mencionar, que esa fuente humana también dijo que cada vez que alguien llegaba a comprar material alucinógeno “era atendido por una joven con un niño en brazos”, a quien además describió como de unos veintitrés años, cabello negro, bustos grandes, de 1.60 de estatura. En este caso solo se sabe que efectivamente la procesada  es una mujer joven y que tiene un hijo pequeño, pero la aseveración del informante no fue corroborada en el curso del proceso y por ende, dejó de establecerse plenamente que fuera la persona a quien aquel hizo referencia.

  

Los datos obtenidos de una fuente humana no formal (anónima) carecen de mérito  probatorio autónomo, dado que esa información debe ser corroborada por otros medios de prueba.  En efecto, frente a esas declaraciones de informantes anónimos que no han comparecido al juicio a rendir testimonio, bien vale la pena traer a colación lo que la Corte ha expresado:

  

“De manera, pues, que las declaraciones anónimas resultan inadmisibles como prueba y sólo sirven a manera de criterio orientador por el órgano investigativo para sus labores de averiguación, cuando aportan evidencias o suministran datos concretos que permitan verificar su contenido. Es que, como lo ha concluido de igual forma la Corte, ese tipo de fuente de información ni siquiera ostenta la capacidad para constituir prueba de referencia, pues ésta debe provenir de personas conocidas o determinadas […]” (Se trata de la sentencia SP15487-2017 de la Sala de Casación Penal del 27 de septiembre de 2017, con ponencia del magistrado Manuel Sandoval Jiménez)

Significa lo anterior que lo dicho por el informante a la autoridad sirve como medio de conocimiento que guía u orienta la labor investigativa, y puede llegar a ser plenamente válida en caso de ser debidamente constatada, lo que no aconteció en el caso concreto en el que esa información no fue corroborada o confirmada por otros medios de prueba, directos o indirectos, labor que han debido atender los investigadores, acudiendo a los que para ese fin consideraran pertinentes y que ahora se echan de menos.

De haberse obrado en esa última forma tal vez no se estaría ahora ante la precariedad probatoria que impide deducir con entera certeza la responsabilidad de la menor procesada en los hechos por los que se le investigó. En efecto, a ninguno de los agentes captores le consta que fuera esta joven, y no otra mujer de la familia, quien atendía a los clientes que llegaban a comprar estupefacientes, toda vez que se limitaron a acompañar al informante hasta el lugar donde estaba ubicada la casa que fue objeto de registro y allanamiento, en la que se encontró aquella sustancia, y a realizar labores de vecindario para establecer si en verdad se trataba de un lugar de expendio, pero nada más.

7.2 También encontró el juzgado indicios graves sobre la responsabilidad de la adolescente.

Por sabido se tiene que al indicio se llega mediante un proceso lógico deductivo, en el que a partir de una regla de la experiencia y previa comprobación de un hecho indicador, se infiere la existencia de otro, lo que traduce que los indicios deben construirse sobre hechos que estén plenamente probados en el proceso. Respecto de su mérito demostrativo, dijo la SP de la CSJ en sentencia SP339-2020 del 12 de febrero de 2020, con ponencia del HM José Francisco Acuña Vizcaya:

“Recuérdese que el valor demostrativo de la deducción indiciaria depende principalmente de la relación de mayor o menor probabilidad (establecida desde la sana crítica) que exista entre el hecho indicador y el indicado; si éste, a la luz de la lógica, la experiencia o la ciencia, se explica necesariamente o en alto grado de probabilidad a partir de aquél, la inferencia tendrá un peso suasorio significativo. En contraste, si es poco probable que el hecho indicado se siga del indicador, o bien, si la ocurrencia de aquél puede explicarse razonablemente por una o más causas distintas, el mérito de la construcción indiciaria resultará debilitado...” 
Se analizarán en consecuencia los indicios a que se refiere la providencia impugnada, a fin de establecer si como lo alegan el apoderado de la defensa y el Ministerio Público, carecían de valor demostrativo para deducir la responsabilidad de la menor procesada.
7.2.1 Encontró el juzgado un indicio grave en contra de la menor procesada porque de manera injustificada se negó a abrir la puerta a los agentes de la policía que practicaron el allanamiento, tal como estos lo expresaron en sus declaraciones rendidas en el curso del proceso y a pesar de que la joven dijo en su versión que los agentes llegaron de una vez tumbando la puerta, pues negó credibilidad a esta aseveración, concediéndosela a los referidos agentes.

A juicio de la Sala, el hecho indicador, es decir que la menor inculpada se hubiese negado a abrir la puerta, razón por la cual se acudió a la fuerza para ingresar al inmueble, no aparece probado en el proceso.

En efecto, son dos versiones contradictorias las que al respecto obran en el proceso, concretamente la del Patrullero Eliécer José Chamorro quien dio cuenta de tal hecho, y la de la menor procesada quien afirmó que de una vez se ejerció la violencia para ingresar al inmueble, sin que alguna otra prueba se haya practicado en el plenario para aclarar la situación y sin que haya forma de dar mayor crédito a lo que dice el uno o la otra.

El otro Patrullero de la Policía que intervino en el acto, Wilson Jaramillo Loaiza, no dio cuenta sobre la forma como se produjo el ingreso de su compañero al inmueble en el que fue capturada la adolescente.

Pero al margen de que el ingreso se haya producido de una u otra forma, no resultaba posible deducir un indicio de responsabilidad en contra de la acusada con soporte en el hecho de que se tardó en abrir la puerta, pues se trata de uno de naturaleza equívoca, toda vez que  (i) no se tiene claro si en realidad los moradores sabían que quienes se habían hecho presentes en ese momento eran miembros de la policía que iban a hacer un registro y allanamiento; (ii) tampoco quedó establecido que esa bolsa fue puesta en esa puntilla ubicada en la parte posterior lado derecho de la ventana de la cocina aprovechando el tiempo que se tardó en abrir la puerta, o si esa bolsa estaba allí desde antes; y (iii) mucho menos que quien la puso en ese lugar haya sido en verdad la menor enjuiciada. 

  

En otras palabras, lo relevante aquí no es si los moradores se tardaron o no en abrir la puerta, lo realmente trascendente era demostrar la conexión de ese supuesto hecho indicador con el hecho indicado o a probar, o sea, si en verdad ese tiempo fue aprovechado para ocultar la bolsa contentiva de la sustancia por parte de la menor comprometida, como situación que aquí no se infiere y se queda en una mera conjetura o suposición que no puede ser calificado como indicio. 

  

7.2.2 Encontró el juzgado otro indicio de responsabilidad en la contradicción en que incurrió la citada joven, porque cuando se practicó el allanamiento manifestó que en el inmueble vivía sola con su mamá, mientras que en el juicio oral afirmó que lo hacía además con dos hermanos, su hijo y hasta mencionó un sobrino.
Tampoco aparece probado en el proceso que cuando se practicó aquella diligencia, la menor referida haya expresado que vivía sola con su madre, pues al respecto solo se cuenta con la declaración del patrullero que ingresó en primer lugar a la residencia, que no constituye plena prueba de tal hecho en razón a las expresiones de la menor, en la etapa del juicio, en la que dijo que además vivían otras personas en el lugar y porque no hay motivo que justifique otorgar mayor credibilidad a una de tales versiones que a la otra.
7.2.3 Al juzgado le llama poderosamente la atención, el hecho de que ninguna de las personas con quienes dijo vive la menor, hubiese sido llamada a declarar, así no tuviese que demostrar su inocencia, y porque contrario de lo afirmado por la defensa técnica, la fiscalía sí ha contado desde el principio con prueba indiciaria de suma gravedad que compromete seriamente su responsabilidad.
Tampoco puede hallarse un indicio de responsabilidad en el hecho a que alude el funcionario de primera sede, pues corresponde a la Fiscalía demostrarla y no está obligada la menor a probar su inocencia que se presume de acuerdo con el artículo 29 de la CN.

7.2.4 Para el juzgado resulta inverosímil lo que narró la joven, en cuanto dijo que la bolsa con el alcaloide pudo ser puesta por persona de la vivienda contigua, en la que se practicó otro allanamiento simultáneo, porque de haber sido así, esa otra persona hubiese corrido con ella o la hubiese lanzado a otro sitio.

Ese argumento lo comparte la Sala, pues la razón enseña que en verdad nadie va a venir a ocultar esa cantidad de alcaloide no solo violando domicilio ajeno, en donde también estaba la autoridad y corriendo un alto riesgo de ser descubierto, sino que esa persona debía tener un conocimiento claro de esa ubicación por tratarse de un lugar estratégico previamente calculado: en una puntilla ubicada de la parte posterior derecha de la ventana de la cocina. 

  

Empero, con ese razonamiento tampoco se puede construir un indicio, pues con independencia de las razones por las que la menor acusada hubiera querido dar alguna explicación acerca de otras posibles causas para estar allí esa bolsa contentiva del estupefaciente, es lo cierto que esa situación pasa a un segundo plano cuando el meollo de la discusión no radica en establecer cómo llegó esa bolsa a ese lugar, sino quién era el responsable de su conservación. Y para demostrar esto último, que se sabe constituye la esencia de la acusación en este caso, no basta el mero hallazgo de la sustancia prohibida en una vivienda, que aquí no se discute, para proferir un fallo de condena, dado que la responsabilidad penal es personalísima y no se extiende a todos los que allí habitan.  

7.2.5 Encuentra el juzgado otro indicio de responsabilidad en la circunstancia de conocer la menor sobre la presencia de la sustancia en el lugar donde vivía y de conservarla, contrario a lo que alegó el apoderado que la representa, porque según sus propias palabras permanecía todo el día dentro del inmueble. Además, se afirma en el fallo, se trataba de casi un kilo de cocaína, que por su alto valor seguramente fue puesto en el lugar donde fue encontrada, de manera transitoria, mientras se practicaba el allanamiento.
La circunstancia de que la menor permaneciera en el inmueble no permite deducir un indicio de responsabilidad en su contra, pues es un hecho apenas natural, ya que es ese el lugar donde reside,  y que haya sido puesta la sustancia en el referido sitio, hecho que sí se probó, pues  la menor aceptó que en ese lugar fue encontrada, no permite deducir que la menor la conservara. Además, si en el inmueble vivían otras personas, resultaba también posible que fuera alguna otra la responsable en forma exclusiva de su posesión.

En asunto que guarda similares matices con el que es objeto de esta providencia, la SP de la CSJ, analizó el caso de un sospechoso de nombre Nelson, quien para la fiscalía almacenaba drogas, entre otras cosas, en sitio en el que vivía con su compañera Eva Lucy, varios niños, su hermano y la pareja de este y en el que se dedujo un indicio de responsabilidad en contra de esa compañera, dijo esa Corporación:

“A la luz de esos datos, que fueron reiterados a lo largo del juicio oral, emergían las siguientes hipótesis plausibles: (i) todos los habitantes de la residencia, incluyendo la compañera sentimental del sospechoso, y por qué no, sus hijos, eran partícipes de la conducta ilegal; (ii) sólo “Nelson” participaba en el almacenamiento de la droga, sin que su compañera sentimental lo supiera; y (iii) EVA LUCY MUÑOZ CATUCHE sabía que su compañero almacenaba la sustancia ilícita, pero, aunque no era partícipe de la actividad ilegal, no denunció la situación por los lazos de afecto que tiene con dicho sujeto, además que no estaba obligada a hacerlo en virtud del derecho consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política. 

El hecho de que la compañera sentimental del sujeto conocido como “Nelson” estuviera “a cargo” del inmueble para cuando se realizó el operativo no permite descartar la tercera hipótesis atrás descrita, pues de antemano se sabía de dicha convivencia y, por tanto, era altamente probable que durante el operativo dicha mujer, y los niños (al parecer hijos de esa pareja) estuvieran presentes.

…

Como quiera que es evidente que de los datos o “hechos indicadores” que el Tribunal declaró probados pueden inferirse diversas hipótesis, y que una de ellas, la que descarta la responsabilidad de la procesada, tiene prácticamente el mismo nivel de probabilidad que las demás, encuentra la Sala que en este caso se violó el principio lógico de razón suficiente.

Lo anterior no implica descartar que EVA LUCY MUÑOZ CATUCHE haya participado en la conducta ilícita. Lo que se quiere resaltar es que su responsabilidad penal no se probó más allá de duda razonable.
Casos como este son reflejo de un universo de situaciones frente a las cuales la Fiscalía tiene el deber de diseñar un programa metodológico orientado a establecer si los familiares cercanos del sospechoso son, a la vez, autores o partícipes de la conducta investigada, o si, a pesar de tener conocimiento del actuar ilegal de su pariente, conviven con la situación y se abstienen  de poner el asunto en conocimiento de las autoridades, bajo el entendido de que no están obligados a hacerlo.”
 (Se trata de la sentencia SP3168-2017 del 8 de marzo de 2017, MP. Patricia Salazar Cuéllar)
7.2.6 Reitera el despacho de primera sede que existe indicio grave en contra de la menor inculpada, porque su estadía en el inmueble no era meramente ocasional y por eso, su actuar no resulta ajeno a la posesión del alcaloide, más cuando nadie se hizo cargo de él, y ninguno de los moradores de la vivienda acudió al despacho a corroborar sus exculpaciones.
De las circunstancias de que la citada joven residiera en el inmueble en el que se encontró la cocaína y de que ninguno de sus demás ocupantes haya declarado en el proceso, no resulta posible deducir indicios en su contra, tal como se explicó con anterioridad.
 Además se refiere el juzgado “su actuar” de donde deduce la posesión que sobre la sustancia encontrada tenía la menor, pero dejó de indicar a qué actuación se refería, de manera que no hay un hecho indicador para inferir indicio alguno en su contra.
Que ninguna persona se haya hecho cargo del alcaloide,  no permite inferir un indicio  sobre la responsabilidad  de la menor que resultó sancionada, en razón a que eso pudo suceder por muchas razones y especialmente porque nadie está obligado a incriminarse de acuerdo con el artículo 33 de la CN.
8. En conclusión, como ya se había indicado, de acuerdo con los  artículos 7º, 372 y 381 de la Ley 906 de 2004, los medios probatorios han de llevar al conocimiento del juez, más allá de toda duda razonable, el aspecto objetivo del delito y la responsabilidad del autor. Empero, en el asunto que ahora ocupa la atención del Tribunal, en cuanto a lo último, no obra la certeza del compromiso de la menor procesada en la conducta que se le endilgó.
A la misma conclusión llegaron el apoderado de la defensa al formular el recurso que ahora se decide y el representante del Ministerio Público al emitir su concepto como no recurrente, con argumentos que comparte esta Sala. 

9. En estas condiciones, la Sala revocará la determinación adoptada por el juez de primer nivel, y en consecuencia absolverá a la procesada del cargo que le fue imputado de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en la modalidad de conservar.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E

REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 9 de diciembre de 2019, en su lugar se absuelve a la joven S.A.A. del cargo que le fue imputado por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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